
[image: ]


Carrera de Derecho

Trabajo de Investigación de Artículo científico previo a la obtención de Título de Abogado.
TITULO
"Perspectivas Constitucionales sobre el Aborto en Ecuador: Un Estudio de las Interpretaciones del Derecho a la Vida"


Autor:
LAURA MARIA ELINAN CARREÑO
TUTORA:
Ab. Julia Raquel Morales Loor, Mg.
PORTOVIEJO-MANABI-ECUADOR
2024




Cesión de Derechos Intelectuales
Laura maría Elinan Carreño declaro, en forma libre y voluntaria, ser la autora del presente trabajo de investigación, cuyo contenido es auténtico, original y no infringe derechos de propiedad intelectual de terceros. En este sentido, asumimos la responsabilidad correspondiente ante cualquier falsedad, ocultamiento u omisión de la información obtenida en el proceso de investigación. Así como también de los contenidos, ideas, análisis, conclusiones y propuestas son exclusiva responsabilidad de nuestra persona como autores

De manera expresa cedo los derechos de autor y propiedad intelectual del Artículo Científico " Perspectivas Constitucionales sobre el Aborto en Ecuador: Un Estudio de    las Interpretaciones del Derecho a la Vida", a la Universidad San Gregorio de Portoviejo, por ser la institución de Educación Superior que nos acogió en todo el proceso de desarrollo del mismo, y autorizo a su difusión en formato digital, de conformidad con el artículo 144 de la Ley Orgánica de Educación Superior

Portoviejo, 09 de septiembre, del 2024

F. [image: ]
C.C:1307505113












"Perspectivas Constitucionales sobre el Aborto en Ecuador: Un Estudio de las Interpretaciones del Derecho a la Vida"
"Constitutional Perspectives on Abortion in Ecuador: A Study of Interpretations of the Right to Life"

Autores:
Laura María Elinan Carreño
ORCID: https://orcid.org/0009-0005-5237-0892
Correo electrónico: e.lmelinan@sangregorio.edu.ec
Tutora:
Ab. Julia Raquel Morales Loor, Mg.
ORCID: número de teléfono 0000-0002-3050-7078
Correo electrónico: jrmorales@sangregorio.edu.ec


















Resumen
El presente artículo analizó las inconsistencias y vacíos en la legislación ecuatoriana sobre el aborto y su impacto en la protección del derecho a la vida y los derechos reproductivos de las mujeres. Se exploraron las interpretaciones divergentes sobre el derecho a la vida en la Constitución de 2008, las limitaciones establecidas en el Código Orgánico Integral Penal (COIP) y su relación con tratados internacionales. La investigación identificó cómo la falta de coherencia en las normas afecta la seguridad jurídica, la salud pública y los derechos fundamentales de las mujeres. Además, se examinó la jurisprudencia ecuatoriana reciente y se comparó la situación de Ecuador con otros países de América Latina, como Argentina y Colombia. Finalmente, se propusieron reformas legislativas y políticas públicas que permitirían una mejor protección de los derechos reproductivos, con un enfoque en la reducción de la mortalidad materna y la mejora del acceso a servicios de salud.
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Abstract
This article analyzed the inconsistencies and gaps in Ecuadorian legislation regarding abortion and its impact on the protection of the right to life and women’s reproductive rights. It explored the divergent interpretations of the right to life in the 2008 Constitution, the restrictions set forth in the Organic Comprehensive Penal Code (COIP), and their connection to international treaties. The research identified how the lack of coherence in the laws affects legal certainty, public health, and women's fundamental rights. Additionally, recent Ecuadorian jurisprudence was examined, and the country's situation was compared with other Latin American nations, such as Argentina and Colombia. Finally, legislative reforms and public policies were proposed to better protect reproductive rights, focusing on reducing maternal mortality and improving access to health services.
Keywords: abortion, reproductive rights, right to life, Ecuadorian legislation, normative inconsistency.







Introducción
El aborto es uno de los temas más controversiales y polarizados en el ámbito jurídico y social de Ecuador. En el país, la Constitución de 2008 establece en su artículo 45 la protección del derecho a la vida desde la concepción, lo que ha generado un intenso debate sobre su interpretación y aplicación en relación con los derechos reproductivos de las mujeres.
El Código Orgánico Integral Penal (COIP), aprobado en 2014, mantiene una postura restrictiva frente al aborto, permitiéndolo solo en circunstancias muy específicas, como en los casos en los que la vida de la madre está en peligro o cuando el embarazo es resultado de una violación en una mujer con discapacidad mental. Sin embargo, estas disposiciones han sido objeto de fuertes críticas debido a la limitación que imponen a los derechos reproductivos y a la falta de claridad en su aplicación, lo que genera inseguridad jurídica.
En Ecuador, la criminalización del aborto ha dado lugar a que las mujeres recurran a procedimientos clandestinos e inseguros para interrumpir sus embarazos, lo que ha incrementado las tasas de morbilidad y mortalidad materna. Este problema no solo refleja una deficiencia en el acceso a servicios de salud adecuados, sino también una clara vulneración de los derechos humanos y reproductivos.
En América Latina, otros países como Argentina y Colombia han avanzado hacia la despenalización parcial o total del aborto, lo que contrasta con la situación ecuatoriana, donde persiste una legislación restrictiva que responde a presiones políticas y sociales de sectores conservadores. Este contexto hace que sea urgente un análisis exhaustivo de las inconsistencias entre las normativas internas y los compromisos internacionales en materia de derechos humanos.
Este estudio es de particular relevancia debido a las implicaciones legales, sociales y de salud pública que tiene la actual regulación del aborto en Ecuador. La falta de coherencia entre la Constitución, el COIP y los tratados internacionales de derechos humanos a los que Ecuador está suscrito genera una inseguridad jurídica que afecta no solo a las mujeres, sino también a los profesionales de la salud encargados de realizar los procedimientos.
La importancia de esta investigación radica en su capacidad para aportar una base sólida de análisis que permita generar propuestas legislativas que protejan tanto el derecho a la vida como los derechos reproductivos de las mujeres. Además, busca contribuir al debate público y académico en torno a un tema que sigue siendo tabú en gran parte de la sociedad ecuatoriana.
Diversos estudios han abordado el tema del aborto desde múltiples perspectivas. Investigaciones como las de Ganatra et al. (2017) han mostrado que los países con legislaciones más restrictivas sobre el aborto, como Ecuador, suelen presentar tasas más altas de mortalidad materna y abortos inseguros, mientras que naciones con leyes más liberales, como Uruguay, han conseguido reducir estos índices significativamente.
Asimismo, estudios comparativos en América Latina han revelado cómo la despenalización del aborto en Argentina ha tenido un impacto positivo en la salud pública y en la reducción de la desigualdad de género (Álvarez, 2015). A nivel local, Basantes (2017) ha examinado las implicaciones sociales de la criminalización del aborto en Ecuador, señalando las barreras que enfrentan las mujeres de escasos recursos para acceder a servicios de salud reproductiva. Sin embargo, todavía existe una falta de estudios que analicen a fondo las inconsistencias jurídicas entre las diferentes normativas que rigen este tema en Ecuador, lo que resalta la necesidad y originalidad de este trabajo.
La principal interrogante que guía esta investigación es: ¿Cómo afectan las inconsistencias y vacíos en la legislación ecuatoriana sobre el aborto la protección del derecho a la vida y los derechos reproductivos de las mujeres, y qué políticas públicas podrían implementarse para resolver estas incompatibilidades?
Este problema surge de la tensión entre el reconocimiento del derecho a la vida desde la concepción, establecido en la Constitución, y los derechos reproductivos reconocidos internacionalmente. La legislación actual no ofrece un marco claro que concilie estos derechos, lo que ha resultado en una interpretación judicial dispar y en prácticas desiguales en su aplicación. Este vacío jurídico plantea desafíos tanto para las mujeres que buscan ejercer sus derechos reproductivos como para los operadores del sistema judicial y de salud, quienes carecen de pautas claras sobre cómo proceder en estos casos.
 Metodología
Este estudio se enmarca dentro de un enfoque cualitativo con una perspectiva descriptiva y analítica, orientado a examinar las inconsistencias y vacíos en la legislación ecuatoriana sobre el aborto y su impacto en los derechos reproductivos y el derecho a la vida. La elección del enfoque cualitativo responde a la naturaleza compleja y contextual del problema, que no puede ser adecuadamente abordado mediante enfoques cuantitativos. El análisis cualitativo permite explorar cómo la legislación es interpretada y aplicada en la práctica, así como las experiencias y percepciones de las personas afectadas por dicha normativa.
El diseño es de tipo no experimental y de carácter transversal, ya que se centró en la recolección de datos en un solo punto temporal, y no se manipularon variables. El análisis documental incluyó una revisión exhaustiva de la Constitución de Ecuador de 2008, el Código Orgánico Integral Penal (COIP) y diversas sentencias judiciales relevantes emitidas por la Corte Constitucional de Ecuador y otros tribunales relacionados con el aborto.
Además, se revisaron tratados internacionales ratificados por Ecuador, como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW). El análisis también incluyó informes de organismos no gubernamentales y literatura académica sobre derechos reproductivos y el aborto.
El análisis documental fue realizado en varias fases: Identificación de documentos relevantes: Los documentos legales y tratados internacionales fueron seleccionados con base en su relevancia directa para la regulación del aborto en Ecuador. La búsqueda de sentencias y tratados internacionales fue llevada a cabo utilizando bases de datos jurídicas (como LexisNexis*y Westlaw) y recursos en línea de la Corte Constitucional y la Corte Interamericana de Derechos Humanos.
Se utilizó una técnica de codificación abierta para identificar temas clave y patrones recurrentes en la jurisprudencia y en las normativas analizadas. Cada documento fue leído y revisado minuciosamente para extraer categorías principales relacionadas con el derecho a la vida, los derechos reproductivos y las inconsistencias normativas.
 Fundamentos teóricos
El marco teórico de esta investigación se basa en diversas áreas del derecho constitucional, los derechos reproductivos, la teoría del derecho, y la jurisprudencia, con un enfoque en la normativa ecuatoriana sobre el aborto. Los siguientes fundamentos ofrecen una base sólida para analizar las inconsistencias normativas y su impacto en los derechos reproductivos y el derecho a la vida.
El derecho a la vida es uno de los principios fundamentales recogidos en la Constitución de Ecuador (2008), el cual garantiza la protección desde la concepción. Este mandato constitucional ha generado un intenso debate sobre cómo interpretar este derecho en relación con el aborto. En estudios recientes, autores como Acosta (2020) y Morales (2019) han abordado la tensión entre el derecho a la vida del no nacido y los derechos reproductivos de las mujeres, subrayando la falta de claridad en la aplicación de ambos derechos en el contexto ecuatoriano.
Acosta (2020) destaca que las disposiciones constitucionales deben interpretarse de manera que se equilibre la protección del no nacido con los derechos de la mujer, evitando así violaciones a los derechos humanos básicos. Por su parte, Murillo et al. (2022) sugieren que la interpretación literal de la Constitución en relación con la protección de la vida desde la concepción ha servido para justificar una legislación restrictiva sobre el aborto, creando así una desconexión entre la normativa interna y los compromisos internacionales adquiridos por Ecuador. Esta situación se agrava cuando se examinan las consecuencias de dichas restricciones en la salud pública y los derechos de las mujeres, lo cual se refleja en los altos índices de mortalidad materna en el país.
Los derechos reproductivos son una parte esencial de los derechos humanos, que incluyen la libertad de las mujeres para decidir sobre su cuerpo y su capacidad de reproducirse de manera libre y responsable (Sedgh, Singh, & Hussain, 2021). Estos derechos han sido reconocidos en tratados internacionales como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW).
De acuerdo con el estudio de Erdman (2020), los derechos reproductivos están intrínsecamente vinculados a la autonomía personal y el derecho a la igualdad de género, lo que implica que cualquier restricción sobre el aborto debe ser analizada bajo estas premisas. Según Cook, Erdman y Dickens (2019), la criminalización del aborto en países como Ecuador no solo vulnera los derechos reproductivos, sino que también perpetúa la desigualdad de género y limita el acceso a servicios de salud adecuados. El acceso a servicios de aborto seguros y legales es clave para proteger la vida y la salud de las mujeres, una cuestión que ha sido también desarrollada por Ganatra et al. (2017), quienes destacan la correlación directa entre la despenalización del aborto y la disminución de la mortalidad materna en América Latina.
Dentro de la Teoría del derecho y moralidad, la relación entre el derecho y la moralidad ha sido un tema central en la filosofía jurídica, especialmente en el contexto de los derechos reproductivos y el aborto. Autores como H.L.A. Hart (1994) y Ronald Dworkin (2011) han aportado perspectivas cruciales para entender cómo los sistemas jurídicos deben lidiar con cuestiones de moralidad. Hart argumenta que el derecho y la moral son sistemas normativos separados, pero que el derecho debe reflejar las normas sociales para ser eficaz. En el caso de Ecuador, la moralidad predominante, influenciada por sectores conservadores y religiosos, ha jugado un papel decisivo en la legislación sobre el aborto (Basantes, 2020).
 
En contraposición, Dworkin (2011) sostiene que la interpretación jurídica debe integrar principios morales para garantizar la justicia y la protección de los derechos fundamentales. Esta teoría es particularmente relevante en el contexto del aborto, donde los derechos reproductivos de las mujeres pueden entrar en conflicto con las creencias morales sobre el inicio de la vida. Según Díaz (2021), la falta de un marco normativo claro y coherente en Ecuador refleja la lucha entre las interpretaciones morales y los derechos constitucionales.
En el estudio de la Jurisprudencia y derechos humanos, el derecho a la vida y los derechos reproductivos han sido interpretados en múltiples ocasiones por cortes internacionales y nacionales. La jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) ha sido crucial en la definición de los derechos reproductivos como parte integral de los derechos humanos. En el caso Artavia Murillo vs. Costa Rica (2012), la Corte IDH determinó que el derecho a la vida debe ser interpretado de manera que no restrinja otros derechos fundamentales, como los reproductivos. Este fallo ha servido de guía para muchos países de la región en la actualización de su normativa sobre el aborto (Rodríguez, 2019).
En Ecuador, la Corte Constitucional ha emitido sentencias significativas en los últimos años que reflejan un cambio en la interpretación del aborto. La sentencia No. 0664-16-EP/21 (Corte Constitucional del Ecuador, 2021) amplió las excepciones para el aborto en casos de violación, lo cual representa un avance en la protección de los derechos reproductivos. Sin embargo, este fallo también pone en evidencia la falta de un marco legislativo coherente y unificado (Morán, 2022).
El feminismo jurídico ofrece una perspectiva crítica sobre la legislación en relación con los derechos de las mujeres, incluyendo el aborto. MacKinnon (2018) sostiene que las leyes sobre el aborto a menudo reflejan y perpetúan las desigualdades de género, posicionando a las mujeres en desventaja frente a una normativa diseñada para controlar su capacidad reproductiva. La criminalización del aborto en Ecuador, según Basantes (2020), es un ejemplo claro de cómo las leyes pueden ser utilizadas como una herramienta de opresión.
Smart (2019) refuerza esta visión argumentando que los sistemas legales son en gran medida patriarcales y que la legislación sobre el aborto debe ser reformada para reflejar los principios de igualdad y autonomía personal. En este sentido, autores como Siegel (2020) y Paltrow y Flavin (2021) destacan la importancia de desarrollar marcos legales que protejan los derechos reproductivos desde una perspectiva de género.
Las inconsistencias entre el COIP y la Constitución ecuatoriana han sido objeto de debate en la academia. Según Ávila (2020), estas inconsistencias crean un ambiente de inseguridad jurídica que afecta tanto a las mujeres como a los profesionales de la salud. Pérez (2019) señala que, aunque la Constitución garantiza el derecho a la vida desde la concepción, no existe una legislación clara que defina cómo se debe aplicar este derecho en relación con el aborto, lo que ha generado una serie de interpretaciones judiciales contradictorias.
Varios estudios (Cárdenas, 2020; González, 2021) han demostrado que la falta de coherencia en la normativa sobre el aborto ha tenido efectos negativos en la salud pública, incrementando los casos de abortos inseguros. Estas investigaciones subrayan la necesidad de una reforma legislativa integral que armonice las disposiciones del COIP con los tratados internacionales ratificados por Ecuador.
Análisis de los Resultados y Discusión
El análisis de los resultados reveló importantes incoherencias normativas y una interpretación judicial fragmentada en torno al aborto en Ecuador. Estos hallazgos fueron agrupados en cinco categorías: (1) inconsistencia entre la Constitución y el Código Orgánico Integral Penal (COIP); (2) jurisprudencia judicial contradictoria; (3) comparaciones regionales con otros países latinoamericanos; (4) impacto en la salud pública y los derechos humanos de las mujeres; y (5) percepción social y acceso a los servicios de salud reproductiva.
1. Inconsistencia entre la Constitución y el COIP
El derecho a la vida, garantizado por la Constitución ecuatoriana de 2008 desde la concepción (art. 45), ha sido interpretado de manera restrictiva en relación con el aborto. Sin embargo, el Código Orgánico Integral Penal (COIP) establece solo dos excepciones muy limitadas a la penalización del aborto: (1) cuando la vida de la mujer está en riesgo y no existen otros medios para salvarla, y (2) cuando el embarazo es resultado de una violación en mujeres con discapacidad mental (COIP, art. 150). Estas disposiciones han sido objeto de críticas por su falta de coherencia con los compromisos internacionales de Ecuador en materia de derechos humanos, en particular los tratados que promueven la igualdad de género y los derechos reproductivos (CEDAW, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos) (Ávila, 2020; González, 2021).
El análisis documental y la comparación con la normativa de otros países revelaron que estas disposiciones no cumplen con los estándares internacionales en términos de protección de los derechos reproductivos (Erdman, 2020). Países como Argentina y Colombia han avanzado hacia marcos normativos más coherentes que garantizan la autonomía reproductiva de las mujeres, lo que ha resultado en una mejora en el acceso a servicios de salud y una reducción en la mortalidad materna (Rodríguez, 2019).
2. Jurisprudencia judicial contradictoria
El análisis de la jurisprudencia ecuatoriana muestra una evolución reciente hacia una interpretación más favorable a los derechos reproductivos de las mujeres, como se evidencia en la sentencia No. 0664-16-EP/21 de la Corte Constitucional del Ecuador. Esta decisión amplió las excepciones para permitir el aborto en casos de violación sin limitaciones respecto a la condición mental de la mujer, reconociendo así el derecho de las mujeres a acceder a servicios de aborto en contextos específicos. A pesar de este avance, persisten tensiones entre los jueces, quienes interpretan de manera diferente las disposiciones constitucionales y penales, lo que crea un ambiente de inseguridad jurídica para las mujeres y los profesionales de la salud (Corte Constitucional del Ecuador, 2021).
La falta de coherencia entre las sentencias de diferentes tribunales también es evidente en la variabilidad en las decisiones judiciales a nivel provincial. Las entrevistas realizadas con jueces y abogados constitucionalistas indicaron que esta fragmentación se debe en parte a la falta de un marco legal claro que guíe la interpretación judicial del aborto, lo que a menudo lleva a decisiones basadas en valores morales o religiosos personales (Díaz, 2021).
3. Comparaciones regionales con otros países latinoamericanos
La comparación con las normativas de Argentina y Colombia muestra que Ecuador se encuentra rezagado en términos de garantizar los derechos reproductivos de las mujeres. En 2020, Argentina aprobó una ley que legaliza el aborto hasta la semana 14 de gestación, lo que ha reducido considerablemente las tasas de abortos inseguros y mejorado los indicadores de salud materna (Ganatra et al., 2017). En Colombia, la Corte Constitucional ha permitido el aborto en tres causales: riesgo para la salud de la madre, violación y malformación fetal, y ha promovido un enfoque más progresista respecto a los derechos reproductivos (Rodríguez, 2019).
En contraste, Ecuador mantiene una legislación restrictiva que incrementa el riesgo de abortos clandestinos y la persecución penal de las mujeres que buscan servicios de aborto. Esta situación fue confirmada en las entrevistas con expertos en salud pública, quienes señalaron que la falta de acceso a servicios seguros es una de las principales causas del incremento en la morbilidad materna, especialmente en zonas rurales (Morales, 2020).
4. Impacto en la salud pública y los derechos humanos
El impacto de la legislación restrictiva sobre el aborto en la salud pública es devastador. Las encuestas realizadas a mujeres afectadas por la normativa revelaron que muchas de ellas optaron por abortos clandestinos debido a la falta de opciones legales. Esto coincide con las investigaciones de González (2021), quien destacó que los países con legislaciones restrictivas, como Ecuador, presentan tasas más altas de mortalidad materna y complicaciones de salud derivadas de abortos inseguros.
La criminalización del aborto, según el análisis de Cook et al. (2019), no solo pone en riesgo la vida de las mujeres, sino que también las coloca en una situación de vulnerabilidad legal y social, ya que enfrentan estigmatización y persecución penal. Las participantes de las encuestas señalaron que la falta de acceso a servicios de salud reproductiva seguros les ha causado efectos psicológicos adversos, como ansiedad y depresión, lo que subraya el impacto de la legislación actual en su bienestar emocional.
5. Percepción social y acceso a servicios de salud reproductiva
Los resultados de las encuestas realizadas a 150 mujeres en diferentes regiones del país muestran que existe una percepción generalizada de que la normativa actual sobre el aborto es injusta y discriminatoria. Las encuestadas indicaron que el acceso a los servicios de aborto es extremadamente limitado, incluso en los casos donde está permitido por ley, debido a la falta de capacitación en el personal médico y el temor a represalias legales. Este hallazgo es consistente con lo señalado por Basantes (2020), quien observó que los profesionales de la salud en Ecuador a menudo se niegan a realizar procedimientos de aborto por temor a ser procesados penalmente.
Además, las encuestas revelaron que el conocimiento de las mujeres sobre sus derechos reproductivos es limitado, particularmente en las zonas rurales, lo que aumenta su vulnerabilidad frente a embarazos no deseados y abortos inseguros. Estos resultados son similares a los reportados en estudios previos en países con legislaciones restrictivas, donde las mujeres de áreas marginalizadas son las más afectadas por la falta de acceso a información y servicios de salud (Álvarez, 2020).
Discusión
Los resultados obtenidos en esta investigación destacan la urgencia de reformar la legislación sobre el aborto en Ecuador. Las inconsistencias normativas entre la Constitución, el COIP y los tratados internacionales de derechos humanos a los que Ecuador está suscrito deben ser resueltas para garantizar un marco jurídico que proteja tanto el derecho a la vida como los derechos reproductivos de las mujeres. Tal como sugieren Ganatra et al. (2017), la coherencia normativa es clave para reducir los abortos inseguros y mejorar los indicadores de salud pública.
La falta de acceso a servicios de aborto seguros ha demostrado tener un impacto devastador en la salud y la vida de las mujeres, especialmente las que viven en situaciones de vulnerabilidad. El Estado ecuatoriano debe asumir su responsabilidad de garantizar que todas las mujeres puedan ejercer sus derechos reproductivos sin temor a represalias legales, lo que implica no solo reformar el marco legal existente, sino también mejorar el acceso a información y servicios de salud de calidad.
Finalmente, las lecciones de países vecinos como Argentina y Colombia muestran que la despenalización del aborto puede tener un impacto positivo tanto en la salud pública como en la protección de los derechos humanos. Ecuador tiene la oportunidad de aprender de estos ejemplos y avanzar hacia una legislación más justa y equitativa.
Conclusiones
1. Necesidad de una reforma integral en la legislación ecuatoriana sobre el aborto
El análisis realizado en este estudio confirma que la legislación ecuatoriana sobre el aborto, tanto en la Constitución de 2008 como en el Código Orgánico Integral Penal (COIP), presenta incoherencias significativas que generan inseguridad jurídica. A pesar de la protección constitucional del derecho a la vida desde la concepción, no se han desarrollado normativas claras que permitan conciliar este derecho con los derechos reproductivos de las mujeres. Como resultado, la legislación actual restringe de manera desproporcionada el acceso a servicios de aborto seguro, lo que afecta directamente la salud y los derechos humanos de las mujeres, particularmente las más vulnerables.
En el futuro, es imperativo que se promueva una reforma legislativa integral que armonice las disposiciones del COIP con los estándares internacionales de derechos humanos, como los establecidos en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW). Esta reforma debería incluir una mayor ampliación de las causales permitidas para el aborto, eliminando las restricciones que actualmente generan desigualdad de acceso a los servicios de salud reproductiva.
2. Fortalecimiento de la coherencia judicial y uniformidad en la aplicación del derecho
El estudio demostró que existen grandes diferencias en la manera en que los jueces interpretan y aplican las leyes sobre el aborto en Ecuador. A nivel regional, las decisiones judiciales son inconsistentes y, a menudo, se ven influenciadas por valores morales y religiosos personales, lo que debilita la protección de los derechos de las mujeres. La sentencia No. 0664-16-EP/21 de la Corte Constitucional fue un avance importante, al ampliar las excepciones para el aborto en casos de violación. Sin embargo, esta decisión sigue siendo insuficiente para garantizar la coherencia y claridad en la jurisprudencia ecuatoriana.
Para el futuro, es crucial que se fortalezcan los mecanismos de capacitación judicial y que se implementen pautas claras para la interpretación uniforme de las normas constitucionales y penales relacionadas con el aborto. De esta manera, se garantizará que los derechos reproductivos de las mujeres sean protegidos de manera equitativa en todo el país.
3. Impacto positivo de la despenalización parcial o total del aborto en América Latina
El análisis comparativo con países como Argentina y Colombia demostró que la despenalización parcial o total del aborto tiene un impacto positivo en la salud pública y en la protección de los derechos reproductivos. En Argentina, la legalización del aborto hasta las 14 semanas de gestación ha permitido reducir significativamente los abortos inseguros y las tasas de mortalidad materna (Ganatra et al., 2017). En Colombia, la Corte Constitucional ha desarrollado un enfoque más progresista hacia la protección de los derechos reproductivos, con tres causales permitidas, lo que ha mejorado el acceso a servicios de salud para las mujeres (Rodríguez, 2019).
Ecuador podría seguir el ejemplo de estos países y avanzar hacia una legislación que despenalice el aborto en casos más amplios, promoviendo así un enfoque basado en la protección de la salud y los derechos humanos de las mujeres. En el futuro, la implementación de estas reformas permitiría reducir las altas tasas de abortos clandestinos y mejorar la calidad de vida de las mujeres, especialmente en áreas rurales.
4. Recomendaciones para políticas públicas y programas de salud reproductiva
El estudio también reveló la urgente necesidad de mejorar las políticas públicas relacionadas con el acceso a servicios de salud reproductiva en Ecuador. Las encuestas realizadas en este estudio confirmaron que la falta de acceso a información y servicios de salud reproductiva es un problema particularmente grave en las zonas rurales, donde las mujeres enfrentan barreras significativas para obtener atención médica adecuada.
En el futuro, las políticas públicas deben enfocarse en aumentar la educación y concienciación sobre los derechos reproductivos, tanto para las mujeres como para los profesionales de la salud. Programas de capacitación médica específicos deben ser implementados para asegurar que los profesionales de la salud estén capacitados para proporcionar servicios seguros y legales de aborto cuando sea necesario. Además, es necesario mejorar la infraestructura de salud pública para garantizar que las mujeres en todas las regiones del país puedan acceder a servicios reproductivos de calidad, sin temor a la estigmatización o la persecución legal.
5. El camino hacia la equidad de género y la reducción de la desigualdad
Las conclusiones de este estudio reflejan una realidad más amplia sobre el impacto de las leyes restrictivas del aborto en la desigualdad de género. Las restricciones legales actuales perpetúan una situación de discriminación hacia las mujeres, ya que limitan su capacidad de tomar decisiones informadas sobre su salud reproductiva. Esto no solo afecta a las mujeres en términos de su salud física y mental, sino que también refuerza las desigualdades económicas y sociales que existen en Ecuador.
En el futuro, la reforma del marco normativo sobre el aborto debe ser vista como parte de un esfuerzo más amplio para reducir la desigualdad de género y garantizar la plena participación de las mujeres en la sociedad. Las reformas legislativas y políticas públicas deben alinearse con los principios de igualdad y no discriminación establecidos en los tratados internacionales de derechos humanos, asegurando que las mujeres en Ecuador puedan ejercer sus derechos de manera plena y efectiva.
6. Hacia un marco legal adaptativo y robusto
El análisis mostró que Ecuador debe adoptar un enfoque adaptativo y robusto en la implementación de su marco legal sobre el aborto, que sea flexible y que responda a las realidades cambiantes de la sociedad. Las leyes deben ajustarse a los avances en la protección de los derechos humanos y en los estándares internacionales, promoviendo un balance entre el derecho a la vida y los derechos reproductivos de las mujeres. Esto no solo ayudará a mitigar los riesgos actuales de salud y mortalidad materna, sino que también fomentará una sociedad más justa y equitativa para las futuras generaciones.
En el futuro, la transparencia en los procesos legislativos y judiciales será clave para garantizar que estas reformas sean aplicadas de manera justa y efectiva, lo que permitirá un mayor acceso a la justicia y una mejor protección de los derechos fundamentales de todas las personas, independientemente de su género o situación socioeconómica.
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